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EN MI CARÁCTER DE GOBERNADOR DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; Y  

CONSIDERANDO 

 

PRIMERO. Que de conformidad con el artículo 49 constitucional,  corresponde al Gobernador del 

Estado, iniciar ante el Congreso leyes y decretos que redunden en beneficio del pueblo; 

  

SEGUNDO.  Que conforme a las reformas en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia anticorrupción publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 27 de 

mayo de 2015, y son la base que da sustento a toda la legislación secundaria en la materia; es 

imperante adicionar diversas disipaciones a la constitución estatal en materia de combate a la 

corrupción; y 

  

Por lo anterior expuesto, se presenta ante ese H. Congreso del Estado, la siguiente: 

  

INICIATIVA DE REFORMA: 

  

UNICO.- Se reforman los siguientes artículos, para quedar como sigue: 

 

 

Artículo  27. Son facultades del Congreso: 

 

Fracción XLII Para expedir las leyes que regulen la organización y facultades del Órgano 
de Fiscalización Superior del Estado y las demás que normen la gestión, control y 
evaluación de los Poderes y de los entes públicos estatales, y  de los municipios y sus 
entidades de la administración pública paramunicipal; así como para expedir la ley 
general que establezca las bases de coordinación del Sistema Estatal Anticorrupción. 

Fracción XLIII Para expedir la ley que distribuya competencias entre los órdenes de 
gobierno para establecer las responsabilidades administrativas de los servidores públicos, 
sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que éstos 
incurran y las que correspondan a los particulares vinculados con faltas administrativas 
graves que al efecto prevea, así como los procedimientos para su aplicación. 

Fracción XLIV Para expedir la ley que instituya el Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado, dotado de plena autonomía e imperio para dictar sus fallos y hacerlos cumplir, y 
que establezca su organización, su funcionamiento y los recursos para impugnar sus 
resoluciones. 

Fracción XLV El Tribunal de Justicia Administrativa, tendrá a su cargo dirimir las 
controversias que se susciten entre la administración pública del Estado, los Municipios, y 
Organismos Descentralizados y los particulares; así como entre el fisco estatal y los fiscos 
municipales, sobre preferencias en el cobro de créditos fiscales. 

Asimismo, será el órgano competente para imponer las sanciones a los servidores 
públicos por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves y a 
los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades, así 
como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias 
que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o 
municipal o al patrimonio de los entes públicos estatales o municipales. 

 



 

2 
 

Fracción XLVI Ratificar en un plazo de diez días a partir de que los reciba, los 
nombramientos que haga el Gobernador del Estado de los titulares de los órganos de 
control interno de los organismos  con autonomía reconocida en esta Constitución; así 
como del de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción en el Estado.Vencido 
el plazo anterior, sin que se haya emitido resolución alguna, se entenderá como ratificado 
el aspirante propuesto. 

El Congreso podrá acordar la no ratificación de los aspirantes propuestos, hasta 

en dos ocasiones continuas respecto al cargo que se proponga, en cuyo caso el 

Gobernador procederá libremente a hacer la designación correspondiente. 

Fracción XLVII Designar, por el voto de las dos terceras partes de sus miembros 

presentes, a los titulares de los órganos internos de control de los organismos con 

autonomía reconocida en esta constitución que ejerzan recursos del Presupuesto de 

Egresos del Estado. 

 

Artículo 37.-La revisión de la Cuenta Pública la realizará el Congreso de Estado, a través 
del Órgano de Fiscalización Superior del Estado si del examen que ésta realice 
aparecieran discrepancias entre las cantidades correspondientes a los ingresos o a los 
egresos, con relación a los conceptos y las partidas respectivas o no existiera exactitud o 
justificación en los ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se determinarán las 
responsabilidades de acuerdo con la Ley. En el caso de la revisión sobre el cumplimiento 
de los objetivos de los programas, dicha autoridad sólo podrá emitir las recomendaciones 
para la mejora en el desempeño de los mismos, en los términos de la Ley. 

 

El Órgano de Fiscalización Superior del Estado tendrá autonomía técnica y de gestión en 
el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, 
funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la ley. 

La función de fiscalización será ejercida conforme a los principios de legalidad, 
definitividad, imparcialidad y confiabilidad 

. 

El Órgano de Fiscalización Superior del Estado podrá iniciar el proceso de fiscalización a 
partir del primer día hábil del ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio de que las 
observaciones o recomendaciones que, en su caso realice, deberán referirse a la 
información definitiva presentada en la Cuenta Pública. 

 

Asimismo, por lo que corresponde a los trabajos de planeación de las auditorías, el 
Órgano de Fiscalización Superior del Estado, podrá solicitar información del ejercicio en 
curso, respecto de procesos concluidos. 

 

I a VI… 

 

Fracción VII El Órgano de Fiscalización Superior del Estado tendrá a su cargo: 

 

a) Fiscalizar directamente los recursos que administren o ejerzan los poderes 
estatales, las dependencias y entidades  públicas estatales, así como los 
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municipios y sus entidades de la administración pública paramunicipal, y cualquier 
organismo que maneje fondos públicos.Asimismo, los recursos públicos que se 
destinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona física o moral, pública o 
privada, y los transferidos a fideicomisos, fondos y mandatos, públicos y privados, 
o cualquier otra figura jurídica, de conformidad con los procedimientos 
establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y 
de los derechos de los usuarios del sistema financiero. 

Podrá solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, información de 
ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en revisión, sin que por este motivo se 

entienda, para todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del 
ejercicio al que pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el 

programa, proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión 
abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se trate de 

revisiones sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas estatales. 

Las observaciones y recomendaciones que, respectivamente, el Órgano de 

Fiscalización Superior del Estado, sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos 
públicos de la Cuenta Pública en revisión. 

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, en las situaciones que determine 
la Ley, derivado de denuncias, el Órgano de Fiscalización Superior del Estado, 

previa autorización de su Titular, podrá revisar durante el ejercicio fiscal en curso a 
las entidades fiscalizadas, así como respecto de ejercicios anteriores. Las 

entidades fiscalizadas proporcionarán la información que se solicite para la 
revisión, en los plazos y términos señalados por la Ley y, en caso de 

incumplimiento, serán aplicables las sanciones previstas en la misma.  

Rendir un informe específico al Congreso del Estado y, en su caso, promoverá las 

acciones que correspondan ante el Tribunal de lo Contenciosos Administrativo del 
Estado, la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción del Estado o las 

autoridades competentes; 

 

b) Entregar al Congreso del Estado, el último día hábil de los meses de junio y 
octubre, así como el 20 de febrero del año siguiente al de la presentación de la 
Cuenta Pública, los informes individuales de auditoría que concluya durante el 
periodo respectivo. Asimismo, en esta última fecha, entregar el Informe General 
Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública, el cual 
se someterá a la consideración del Pleno de dicho Congreso. El Informe General 
Ejecutivo y los informes individuales serán de carácter público y tendrán el 
contenido que determine la ley; estos últimos incluirán como mínimo el dictamen 
de su revisión, un apartado específico con las observaciones del Órgano de 
Fiscalización Superior del Estado, así como las justificaciones y aclaraciones que, 
en su caso, las entidades fiscalizadas hayan presentado sobre las mismas. 

Para tal efecto, de manera previa a la presentación del Informe General Ejecutivo 
y de los informes individuales de auditoría, se darán a conocer a las entidades 
fiscalizadas la parte que les corresponda de los resultados de su revisión, a efecto 
de que éstas presenten las justificaciones y aclaraciones que correspondan, las 
cuales deberán ser valoradas por el Órgano de Fiscalización Superior del Estado 
para la elaboración de los informes individuales de auditoría. 

El titular del Órgano de Fiscalización Superior del Estado de Baja California 
enviará a las entidades fiscalizadas los informes individuales de auditoría que les 
corresponda, a más tardar a los 10 días hábiles posteriores a que haya sido 
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entregado el informe individual de auditoría respectivo al Congreso del Estado, 
mismos que contendrán las recomendaciones y acciones que correspondan para 
que, en un plazo de hasta 30 días hábiles, presenten la información y realicen las 
consideraciones que estimen pertinentes; en caso de no hacerlo se harán 
acreedores a las sanciones establecidas en Ley. Lo anterior, no aplicará a las 
promociones de responsabilidades ante el Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado, las cuales se sujetarán a los procedimientos y términos que establezca la 
Ley. 

El Órgano de Fiscalización Superior del Estado deberá pronunciarse en un plazo 
de 120 días hábiles sobre las respuestas emitidas por las entidades fiscalizadas, 
en caso de no hacerlo, se tendrán por atendidas las recomendaciones y acciones 
promovidas.  

En el caso de las recomendaciones, las entidades fiscalizadas deberán precisar 
ante el Órgano de Fiscalización Superior del Estado las mejoras realizadas, las 
acciones emprendidas o, en su caso, justificar su improcedencia. 

El Órgano de Fiscalización Superior del Estado deberá entregar al Congreso del 
Estado, los días 1 de los meses de mayo y noviembre de cada año, un informe 
sobre la situación que guardan las observaciones, recomendaciones y acciones 
promovidas, correspondientes a cada uno de los informes individuales de auditoría 
que haya presentado en los términos de esta fracción. En dicho informe, el cual 
tendrá carácter público, la Auditoría incluirá los montos efectivamente resarcidos a 
la Hacienda Pública o al patrimonio de los entes públicos estatales, como 
consecuencia de sus acciones de fiscalización, las denuncias penales presentadas 
y los procedimientos iniciados ante el Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado de Baja California. 

El Órgano de Fiscalización Superior del Estado deberá guardar reserva de sus 
actuaciones y observaciones hasta que rinda los informes individuales de auditoría 
y el Informe General Ejecutivo al Congreso del Estado a que se refiere esta 
fracción; la Ley establecerá las sanciones aplicables a quienes infrinjan esta 
disposición; 

c) Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta 

ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos 

estatales, y efectuar visitas domiciliarias únicamente para exigir la exhibición de 

libros, papeles o archivos indispensables para la realización de sus 

investigaciones sujetándose a las leyes y a las formalidades especializadas para 

los cateos; y  

d) Derivado de sus investigaciones, promover las responsabilidades que sean 

procedentes ante el Tribunal de los Contencioso Administrativo del Estado de Baja 

California y la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción del Estado, para 

la imposición de las sanciones que correspondan a los servidores públicos del 

Estado y Municipios y a los particulares vinculados con faltas administrativas 

graves. 

El Congreso del Estado designará al titular del Órgano de Fiscalización Superior del 

Estadopor el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes. La ley 

determinará el procedimiento para su designación. Dicho titular durará en su encargo 

ocho años y podrá ser nombrado nuevamente por una sola vez. Podrá ser removido, 

exclusivamente, por las causas graves que la Ley señale, con la misma votación 
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requerida para su nombramiento, o por las causas y conforme a los procedimientos 

previstos en el Título Octavo de esta Constitución. 

 

Para ser titular del Órgano de Fiscalización Superior del Estadose requiere cumplir, con  

los requisitos establecidos en el artículo 37 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Baja California y en la Ley de Fiscalización Superior de los Recursos 

Públicos para el Estado de Baja California y sus Municipios. Durante el ejercicio de su 

encargo no podrá formar parte de ningún partido político, ni desempeñar otro empleo, 

cargo o comisión, salvo los no remunerados en asociaciones científicas, docentes, 

artísticas o de beneficencia. 

Los Poderes del Estado, las dependencias y entidades estatales, Municipios y las demás 

entidades fiscalizadas facilitarán los auxilios que requiera el Órgano de Fiscalización 

Superior del Estadopara el ejercicio de sus funciones y, en caso de no hacerlo, se harán 

acreedores a las sanciones que establezca la Ley. Asimismo, los servidores públicos 

locales, así como cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, fideicomiso, 

mandato o fondo, o cualquier otra figura jurídica, que reciban o ejerzan recursos públicos, 

deberán proporcionar la información y documentación que solicite el Órgano de 

Fiscalización Superior del Estado, de conformidad con los procedimientos establecidos en 

las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los 

usuarios del sistema financiero. En caso de no proporcionar la información, los 

responsables serán sancionados en los términos que establezca la Ley. 

Título Octavo 

De las Responsabilidades de los Servidores Públicos, Particulares Vinculados con 
Faltas Administrativas Graves o Hechos de Corrupción, y Patrimonial del Estado. 

Artículo 91 Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se 
reputarán como servidores públicos los representantes de elección popular, a los 
miembros del Poder Judicial, a los funcionarios y empleados, y, en general a toda persona 
que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la 
Administración Pública Estatal o Municipal, así como a los servidores públicos de los 
organismos a los que esta constitución otorgue autonomía, quienes serán responsables 
por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones. 

…  

Los servidores públicos a que se refiere el presente artículo estarán obligados a 
presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante 
las autoridades competentes y en los términos que determine la ley. 

 

Artículo 92 Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad 
frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: 

 

Fracción I Se impondrán, mediante juicio político, las sanciones indicadas en el artículo 
93 de ésta Constitución a los servidores públicos señalados en el mismo precepto, 
cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones que redunden en 
perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho. 

No procede el juicio político por la mera expresión de ideas. 
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Fracción II La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares 
que incurran en hechos de corrupción, será sancionada en los términos de la legislación 
penal aplicable. 

Las leyes determinarán los casos y las circunstancias en los que se deba sancionar 
penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a los servidores públicos que durante el 
tiempo de su encargo, o por motivos del mismo, por sí o por interpósita persona, 
aumenten su patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan como dueños sobre ellos, 
cuya procedencia lícita no pudiesen justificar. Las leyes penales sancionarán con el 
decomiso y con la privación de la propiedad de dichos bienes, además de las otras penas 
que correspondan; 

Fracción III Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos 
u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que 
deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas 
sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como 
en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios 
económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios 
patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos 
para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones. 

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por el Órgano de 
Fiscalización Superior del Estado de Baja California y los órganos internos de control 
estatales y municipales, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de lo 
Contenciosos Administrativo que resulte competente. Las demás faltas y sanciones 
administrativas, serán conocidas y resueltas por los órganos internos de control. 

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas 
de los miembros del Poder Judicial del Estado, se observará lo previsto en el artículo 95, 
sin perjuicio de las atribuciones del Órgano de Fiscalización Superior del Estado de Baja 
California en materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos 
públicos. 

La ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la clasificación de las 
faltas administrativas como no graves, que realicen los órganos internos de control. 

Los entes públicos estatales y municipales tendrán órganos internos de control con las 
facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que 
pudieran constituir responsabilidades administrativas; para sancionar aquéllas distintas a 
las que son competencia del Tribunal de lo Contenciosos Administrativo; revisar el 
ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos estatales y 
municipales; así como presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser 
constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción en el 
Estado a que se refiere esta Constitución. 

Los entes públicos estatales y municipales, contarán con órganos internos de control, que 
tendrán, en su ámbito de competencia local, las atribuciones a que se refiere el párrafo 
anterior, y 

Fracción IV El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado impondrá a los particulares 
que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia 
de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas; inhabilitación para participar 
en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas; así como el resarcimiento 
de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública o a los entes estatales  o 
municipales. Las personas morales serán sancionadas en los términos de esta fracción 
cuando los actos vinculados con faltas administrativas graves sean realizados por 
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personas físicas que actúen a nombre o representación de la persona moral y en 
beneficio de ella.  

También podrá ordenarse la suspensión de actividades, disolución o intervención de la 
sociedad respectiva cuando se trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio 
a la Hacienda Pública o a los entes públicos, estatales o municipales, siempre que la 
sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de 
administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la 
sociedad es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas administrativas 
graves; en estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. 
Las leyes establecerán los procedimientos para la investigación e imposición de las 
sanciones aplicables de dichos actos u omisiones. 

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas en las fracciones 
anteriores se desarrollarán autónomamente. No podrán imponerse dos veces por una sola 
conducta sanciones de la misma naturaleza. 

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y mediante la presentación de 
elementos de prueba, podrá formular denuncia ante el Congreso del Estado, respecto de 
las conductas a las que se refiere el presente artículo. 

En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la investigación y 
sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción no les serán 
oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en materia 
fiscal o la relacionada con operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de 
recursos monetarios. La ley establecerá los procedimientos para que les sea entregada 
dicha información. 

El Órgano de Fiscalización Superior del Estadoy la Contraloría del Estado, podrán recurrir 
las determinaciones de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción en el Estado 
y del Tribunal  de lo Contencioso Administrativo, de conformidad con lo previsto en las 
leyes aplicables, respectivamente. 

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad 
administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y 
directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, 
límites y procedimientos que establezcan las leyes. 

La resolución emitida por el Congreso estará investida de soberanía, por lo que será definitiva e inatacable. 

Se establecerá la obligación de los servidores públicos de elección popular, así como de los que desempeñen 

empleo, cargo o comisión de primer nivel en los Poderes del Estado, Ayuntamientos y los órganos autónomos, 

de someterse anualmente a examen para la detección de drogas de abuso. 

 

Artículo 95… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 
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La ley señalará los casos de prescripción de la responsabilidad administrativa tomando en 
cuenta la naturaleza y consecuencia de los actos y omisiones a que hace referencia el 
artículo 95 de ésta Constitución. 

Cuando dichos actos u omisiones fuesen graves los plazos de prescripción no serán 
inferiores a siete años. 

 

Artículo 95 Bis El Sistema Estatal Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las 
autoridades de todos los órdenes de gobierno del Estado competentes, en la prevención, 
detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así 
como en la fiscalización y control de recursos públicos. Para el cumplimiento de su objeto 
se sujetará a las siguientes bases mínimas: 

Fracción I El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los 
titulares del Órgano de Fiscalización Superior del Estado; de la Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción en el Estado; de la Contraloría del Estado; por el presidente del 
Tribunal Contencioso Administrativo del Estado; el presidente del Instituto de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales  para 
el Estado; así como por un representante del Poder Judicial del Estado y otro del Comité 
de Participación Ciudadana; 

Fracción II El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco 
ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición 
de cuentas o el combate a la corrupción y serán designados en los términos que 
establezca la ley, y 

Fracción III Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que 
determine la Ley: 

 

a) El establecimiento de mecanismos de coordinación con el sistema federal; 

b) El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de 
recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y 
hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan; 

c) La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y 
actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones 
competentes de los órdenes de gobierno; 

d) El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las 
autoridades de los órdenes de gobierno en materia de fiscalización y control de los 
recursos públicos; 

e) La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del 
ejercicio de sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia. 

 Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no vinculantes a las 
autoridades, con el objeto de que adopten medidas dirigidas al fortalecimiento 
institucional para la prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, así 
como al mejoramiento de su desempeño y del control interno. Las autoridades 
destinatarias de las recomendaciones informarán al Comité sobre la atención que 
brinden a las mismas. 
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Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Estado, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes. 

Segundo. Congreso del Estado, dentro del plazo de un año contado a partir de la entrada 

en vigor del presente Decreto, deberá aprobar las leyes a que se refieren las fracciones 

XLII a la XLIV del artículo 27 de esta Constitución. Asimismo, deberá realizar las 

adecuaciones a la Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal, con el objeto de que 

la Secretaría de la Contraloría y Transparencia Gubernamental asuma las facultades 

necesarias para el cumplimiento de lo previsto en el presente Decreto y en las leyes que 

derivan del mismo. 

 

Tercero. La ley a que se refiere la fracción XLIV del artículo 27 de esta Constitución, 

establecerá que, observando lo dispuesto en la Ley de Presupuesto y Ejercicio del Gasto 

Público del Estado, el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado: 

a) Aprobará su proyecto de presupuesto, con sujeción a los criterios generales de política 

económica y los techos globales de gasto establecidos por el Ejecutivo estatal; 

b) Ejercerá directamente su presupuesto aprobado por el Congreso del Estado, sin 

sujetarse a las disposiciones emitidas por la Secretaría de Planeación y Finanzas y de 

la Secretaría de la Contraloría y Transparencia Gubernamental. 

c) Autorizará las adecuaciones presupuestarias sin requerir la autorización de la 

Secretaría de Planeación y Finanzas siempre y cuando no rebase su techo global 

aprobado por el Congreso del Estado; 

d) Determinará los ajustes que correspondan a su presupuesto en caso de disminución 

de ingresos durante el ejercicio fiscal, y 

e) Realizará los pagos, llevará la contabilidad y elaborará sus informes, a través de su 

propia unidad administrativa, en los términos de las leyes aplicables. 

Cuarto. El Congreso del Estado, deberá, expedir las leyes y realizar las adecuaciones 

normativas correspondientes, dentro de los 180 días siguientes a la entrada en vigor de 

las leyes generales a que se refiere el Segundo Transitorio del presente decreto. 

Quinto. Las adiciones, reformas y derogaciones que por virtud del presente Decreto se 

hacen a los artículos 27, 37, 91, 92, 95, 95 Bis entrarán en vigor en la misma fecha en que 

lo hagan las leyes a que se refiere el Segundo Transitorio del presente decreto. 

Sexto. En tanto se expiden y reforman las leyes a que se refiere el Segundo Transitorio 

del presente Decreto, continuará aplicándose la legislación en materia de 

responsabilidades administrativas de los servidores públicos, así como de fiscalización y 

control de recursos públicos, en el ámbito estatal, que se encuentre vigente a la fecha de 

entrada en vigor del presente Decreto. 

Séptimo. El sistema anticorrupción del Estado deberá conformarse de acuerdo con las 

Leyes que resulten aplicables. 

Octavo. Los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado que hayan 

sido nombrados a la fecha de entrada en vigor de la Ley a que se refiere la fracción XLIV 

del artículo 27 de esta Constitución, continuarán como Magistrados del Tribunal de  lo 

Contencioso Administrativo del Estado por el tiempo que fueron nombrados. 
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Los titulares de los órganos a que se refieren las adiciones y reformas que establece el 

presente Decreto en el artículo 27, fracciones XLIV y XLVII, que se encuentren en 

funciones a la entrada en vigor del mismo, continuarán en su encargo en los términos en 

los que fueron nombrados. 

El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado continuará funcionando con su 

organización y facultades actuales y substanciando los asuntos que actualmente se 

encuentran en trámite, hasta la entrada en vigor de la Ley a que se refiere la fracción 

XLIV, del artículo 27, de este Decreto. 

Noveno. Los recursos humanos, materiales, financieros y presupuestales con que cuenta 

el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, incluyendo todos sus bienes y los 

derechos derivados de los fondos o fideicomisos vigentes, pasarán a formar parte del 

nuevo Tribunal de Justicia Administrativa del Estado en los términos que determine la Ley 

a que se refiere la fracción XLIV, del artículo 27, de esta Constitución. 

Décimo. Los trabajadores de base que se encuentren prestando sus servicios en el 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, a la entrada en vigor de la Ley a que se 

refiere la fracción XLIV, del artículo 27, de esta Constitución, seguirán conservando su 

misma calidad y derechos laborales que les corresponden ante el Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado, en los términos que dicha ley determine. 

 


